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			INTRODUCCIÓN

			Este nuevo libro, Pueblo, es el complemento del anterior, Grandeza. Termina de sustentar la teoría que denominamos Humanismo Mexicano, concepción y modelo alternativo, aplicado por el movimiento de la Cuarta Transformación desde 2018 para sustituir con éxito y de manera pacífica la política neoliberal o neoporfirista, impuesta en México durante 36 años ininterrumpidos por una oligarquía nacional y extranjera, simulando una democracia, cuando en realidad la economía, el Gobierno y los poderes públicos estaban al servicio de una minoría rapaz, en tanto la mayoría de nuestro querido, esforzado y noble pueblo vivía en el abandono, ignorado, sometido y padeciendo pobreza.

			Primero, como lo expresé en su momento, quería titular este segundo volumen con el nombre de Gloria, para dejar una vez más de manifiesto que México es grandeza y gloria, por su excepcional legado cultural y por su fecunda historia política; sin embargo, manteniendo el mismo propósito, decidí cambiar el título de Gloria por Pueblo, porque este último concepto expresa con mayor claridad quién es, en una auténtica democracia, el soberano, el que manda, aunque usar tan solo la palabra Pueblo moleste a los potentados, achichincles y voceros, pues para ellos la democracia es cratos sin demos, poder sin pueblo y, por lo mismo, en política la gente «común y corriente» no existe; son fantasmas, algo irreal, imaginario. Cuando se manifiestan más conscientes, asumiendo el papel que les corresponde y actuando con libertad como legítimos ciudadanos, los pudientes y sus allegados no dudan en tachar este proceso de empoderamiento de «populismo» y hasta lo consideran subversivo, como sucedió en 1808, cuando uno de los precursores de la Independencia de México, el abogado Francisco Primo de Verdad y Ramos, liberal criollo, en una asamblea de la élite colonial monarquista, celebrada en el actual Palacio Nacional, se atrevió a mencionar que, ante la crisis en la metrópoli europea, había llegado el momento de hacer valer en la Nueva España la soberanía popular, lo cual cayó como una blasfemia o como un rayo que llevó a unos a santiguarse y a otros a aprehenderlo; días después amaneció ahorcado en una de las celdas del Antiguo Palacio del Episcopado. En fin, para ennoblecer más a nuestro amado pueblo, aunque se incomoden los reaccionarios, fifís, arribistas y conservadores, este libro que trata sobre la vida política de México desde la Independencia hasta nuestros días lleva ese nombre, perdón por repetirlo: Pueblo.

			Es un análisis de lo sucedido en más de doscientos años de nuestra República, con desdichados periodos de militarismo, efímeras monarquías, dictaduras, intervencionismo extranjero y perseverante corrupción, pero también se trata de tiempos memorables de libertad, justicia, honestidad, democracia y soberanía. Está escrito con rigor profesional pero no con lenguaje rebuscado ni con la jerigonza tecnocrática o de moda. Mis afirmaciones las fundamento con pruebas, pero también hago uso de mi experiencia política, porque en esta materia lo más cercano a la verdad no siempre se encuentra en oficios, escritos o documentos, sino en la realidad misma y en la sabiduría popular, sobre todo en un país donde el quehacer político por mucho tiempo ha tenido como norma el disimulo y la hipocresía, donde han existido evidentes diferencias entre las palabras y los hechos. Recordemos que, como regla no escrita, aquí prevaleció durante siglos el dicho colonial de que «se acata, pero no se cumple» o una de las máximas porfiristas de respetar la ley en la forma, para violarla en el fondo, práctica imperante hasta hace poco. De modo que esta es una historia menos complaciente, acartonada o académica, sin dejar de ser sincera, rigurosa y al mismo tiempo parcial, esto último, por no ser el autor «objetivo» y estar apasionadamente a favor de nuestro ninguneado pueblo.

			Mi agradecimiento infinito a quienes siempre me ayudan en estos menesteres con sus críticas, opiniones, correcciones y proporcionándome información. A todos gracias; en especial, al intenso trabajo de Laura Nieto, Pedro Miguel y Pedro Pablo. Obviamente, los errores, la responsabilidad y la culpa de todo, «para variar», sobre lo aquí expresado los asume «ya saben quién»: AMLO.

		

		

		

		

	
		

		
			    

			A Claudia Sheinbaum Pardo, nuestra presidenta y gran orgullo,  ejemplo de trabajo, honestidad, rectitud y lealtad al pueblo.

		

		

		

		

		

	
		

		
			    

			I

			EL MOVIMIENTO DE INDEPENDENCIA NACIONAL

			Aun cuando sabemos que las transformaciones no son obra de pocos días o de una sola persona, dirigente o político, sino de largos caminos y de la indispensable e ineludible participación del pueblo, los líderes consecuentes pueden llegar a ser, si no decisivos, piezas claves para consumar la victoria en las luchas por la libertad, la justicia, la democracia y la defensa de la soberanía. Reitero, el pueblo es el motor del cambio, o como diría el presidente Juárez: «Con el pueblo todo, sin el pueblo nada», pero los mexicanos hemos contado con la fortaleza cultural heredada de las grandes civilizaciones que florecieron en la antigüedad en nuestro país y, quizá por ello, con destacados, honestos y valerosos próceres de la más elevada dimensión mundial; sostengo sin chovinismo que no en todas partes hay personajes de la talla de Miguel Hidalgo y Costilla, José María Morelos y Pavón, Primo de Verdad, Josefa Ortiz Téllez-Girón, Ignacio Allende, Leona Vicario, Vicente Guerrero, Benito Juárez, Francisco I. Madero, Francisco Villa, Emiliano Zapata, los hermanos Flores Magón, Carmen y Aquiles Serdán, las Adelitas, el general Lázaro Cárdenas del Río y muchos más, héroes y heroínas anónimas, abnegadas, admirables y benditas.

			Desde el movimiento de Independencia nacional quedó de manifiesto que México era tierra de gigantes y gigantas. También lo fueron en nuestra América Bolívar y San Martín, pero los padres de nuestra patria, Hidalgo y Morelos, traían en sus almas no solo el ferviente deseo de ser libres, sino también el sublime propósito de ser justos. Es cierto que Miguel Hidalgo era criollo y se había formado con las ideas de la Ilustración surgidas en Europa, pero su origen mexicano y, sobre todo, la convivencia con el pueblo raso lo llevaron a defender causas profundamente justas y arriesgadas que le costaron la vida. A este cura rebelde y bueno lo conocemos como el Padre de la Patria. Por esas singularidades de nuestra historia, la fecha que más celebra el pueblo de México es la del inicio de la Independencia —la del Grito de Dolores— y no la de su consumación.

			A los mexicanos nos importa más el precursor, el cura Hidalgo, que Iturbide, el consumador, porque el primero era defensor de los de abajo y el general realista representaba a la élite, a los de arriba, y solo buscaba ponerse la diadema imperial. Hidalgo fue otra cosa. A él le tocó, junto con Allende, Aldama, Jiménez y otros dirigentes populares, enfrentar a la oligarquía dominante y proclamar la abolición de la esclavitud. El pensamiento de Hidalgo era subversivo. Nada en su personalidad lo distanciaba de ser un revolucionario y no se andaba por las ramas. Por ejemplo, en una de sus cartas al intendente Juan Antonio de Riaño, escribía:

			No hay remedio, señor intendente: el movimiento actual es grande, y mucho más cuando se trata de recobrar derechos santos, concedidos por Dios a los mexicanos, usurpados por unos conquistadores crueles, bastardos e injustos, que auxiliados de la ignorancia de los naturales, y acumulando pretextos santos y venerables, pasaron a usurparles sus costumbres y propiedades y vilmente, de hombres libres, convertirlos a la degradante condición de esclavos.1

			Al mismo tiempo, Hidalgo era un hombre profundamente humano, un auténtico cristiano. Así lo demuestra el hecho de que, para evitar el degüello de miles de oponentes realistas, pero también de inocentes, prefirió quedarse en el cerro de Las Cruces y no tomar la Ciudad de México, que estaba prácticamente rendida. Sin embargo, sus adversarios nunca le perdonaron la osadía de querer igualar a los pobres con las clases más favorecidas. Baste recordar el juicio en que lo excomulgan y lo torturan, la manera como lo asesinan, cómo llegan al extremo de cortarle la cabeza y exhibirla como escarmiento por casi diez años en la Alhóndiga de Granaditas, en Guanajuato.

			

			Ningún dirigente en la historia de México ha recibido más insultos que el cura Hidalgo. Paco Ignacio Taibo hace un recuento de todos los improperios: 

			Endurecida alma, escolástico sombrío, monstruo, taimado, corazón fementido, rencoroso, padre de gentes feroces, Cura Sila, entraña sin entrañas, villano, hipócrita refinado, tirano de tu tierra, pachá máximo, locura, impudentísimo bachiller, caco, malo, malísimo, perversísimo, ignorantísimo bachiller Costilla, excelentísimo pícaro, homicida, execrable majadero, badulaque, borriquísimo, primogénito de Satanás, malditísimo ladrón, liberticida, insecto venenoso, energúmeno, archiloco americano.2 

			Por si fuese poco, en el juicio de excomunión lo llaman demagogo, «desnaturalizado y frenético». Él se defendía respondiendo que actuaba con apego a su conciencia y es célebre la frase que pronuncia entonces: «Abrid los ojos, americanos, no os dejéis seducir de nuestros enemigos: ellos no son católicos sino por política: su Dios es el dinero y las conminaciones solo tienen por objeto la opresión. ¿Creéis acaso que no puede ser verdadero católico el que no esté sujeto al déspota español?».3

			En fin, si Hidalgo no hubiera sido auténtico, como lo era, no lo habrían sacrificado con tanta saña como lo hicieron con Jesucristo. En sus últimas horas, el cura Miguel Hidalgo dio muestra de un temple excepcional y de una serenidad conmovedora, y hasta tuvo el gesto de una insólita amabilidad de componer unas décimas de agradecimiento a sus carceleros por el buen trato que le brindaron. Una de ellas, dedicada al cabo Manuel Ortega, dice así:

			Ortega, tu crianza fina,

			tu índole y estilo amable

			siempre te harán apreciable

			aun con gente peregrina.

			Tiene protección divina

			la piedad que has ejercido

			

			con un pobre desvalido

			que mañana va a morir, 

			y no puede retribuir

			ningún favor recibido.4

			Lo que le permitió al Padre de la Patria enfrentar la muerte con aplomo y tranquilidad fue la paz con su conciencia y la certeza de que, con fidelidad a sus principios y valores, había hecho lo correcto y lo que era necesario para el bien del pueblo al que se debía. Cuando lo iban a fusilar, el 30 de julio de 1811, a cuatro metros de distancia, los soldados temblaban, le dieron varios tiros sin matarlo y el sargento del pelotón tuvo que ordenar a dos de ellos que le pusieran las bocas de los fusiles directamente en el corazón. Los mexicanos debemos sentirnos orgullosos por este héroe santo y muchos otros, porque aquí, a diferencia de lo ocurrido en otras naciones de América, el movimiento independentista no se inició por simples reacomodos en las cúpulas del poder ni se gestó únicamente por un sentimiento nacionalista, sino que fue fruto de un anhelo de justicia y libertad. Por ello, el grito de libertad y justicia va antes que el de la independencia política.

			El otro fruto de este pueblo es José María Morelos y Pavón, el cura michoacano a quien Hidalgo nombra jefe insurgente en el sur de México el 20 de octubre de 1810. Luego del fusilamiento de Hidalgo, el también sacerdote, político y militar José María Morelos ocupó la dirección del movimiento independentista hasta que fue asesinado el 22 de diciembre de 1815, en el pueblo de Ecatepec del Estado de México. La vida de José María Morelos y Pavón es uno de esos acontecimientos históricos irrepetibles: en su infancia y juventud fue arriero; más tarde, seminarista, cura, libertario, demócrata, patriota, legislador y estadista. Siempre se le recuerda como militar, atrincherado en el sitio de Cuautla, en donde surgió la cariñosa copla popular: «Por un cabo doy dos reales, / por un sargento, un doblón: / por mi general Morelos / doy todo mi corazón».5

			El maestro Carlos Pellicer lo describía así:

			Imaginad:

			una espada

			

			en medio de un jardín.

			Eso es Morelos

			Imaginad:

			una pedrada

			sobre la alfombra de una triste fiesta.

			Eso es Morelos

			Imaginad:

			una llamarada

			en almacén logrado por avaricia y robo.

			Eso es Morelos6

			Lo que más admiro de este auténtico Siervo de la Nación es su fervor por el pueblo y la forma en que busca reivindicarlo. El documento que da a conocer en Chilpancingo, Guerrero, en 1813, conocido como Sentimientos de la Nación, es un texto fundacional en el que se recoge y expresa —en pocas palabras, con sencillez y buena prosa— un tratado de humanismo aún vigente por su relevante dimensión social. Los 23 puntos dictados por Morelos son de gran profundidad en el terreno de la democracia y de la legalidad, pero hay cuatro de estos postulados que me parecen de una excepcional trascendencia histórica y humana. Decía Morelos: «Que se modere la indigencia y la opulencia».7 No encuentro una fórmula más clara para tratar el añejo problema de la desigualdad económica y social en nuestro país. Aunque parezca increíble y nos sorprenda, hasta hace poco, en los tiempos del neoliberalismo, la desigualdad se volvió aún más extrema y ofensiva. Por eso, combatirla con una mejor distribución de la riqueza, del ingreso y del presupuesto es hoy una de nuestras mayores y más importantes tareas, y avanzar para seguir lográndolo debe ser nuestro principal motivo de orgullo.

			Pensaba Morelos: «Que se eleve el salario del peón». Fíjense cómo lo elabora. Son unas cuantas palabras: ¿acaso no es también lo suficientemente clara esta demanda? Partamos de la base de que, durante el periodo neoliberal, al que he hecho referencia en infinidad de ocasiones y cuyo tiempo de pesadilla afortunadamente ya se acabó en nuestro país, el empobrecimiento del pueblo se hizo acompañar con una pérdida sistemática y permanente del poder adquisitivo del salario.

			Pedía Morelos: «Que se eduque al hijo del campesino y del barretero igual que al hijo del más rico hacendado». Este principio básico tiene que ver con la educación pública que estuvo en riesgo durante el periodo neoliberal, cuando la educación se dejó al libre mercado como si se tratara de una mercancía, al mismo tiempo que  se limitaba la enseñanza gratuita por la reducción presupuestal y el estudio quedó más al alcance de quienes tenían capacidad de pagar colegiaturas en escuelas privadas. En esencia, la mal llamada «reforma educativa» era eso: que la enseñanza no fuese un derecho sino un privilegio. Ahora, guiados por el anhelo de Morelos, estamos ocupándonos de cuatro acciones básicas: tratar a las maestras y maestros con dignidad, no regatearles sus derechos laborales y no desprestigiar nunca más al magisterio nacional; mejorar los planteles educativos mediante el programa La Escuela es Nuestra; reformar los contenidos educativos de los libros de texto para devolverles el civismo, la ética, la historia y el humanismo, sin menoscabo de las matemáticas, la química,  la física y otras disciplinas de las ciencias naturales, y convertir en derecho constitucional, como ya se estableció, el que estudiantes de familias pobres puedan obtener becas para terminar sus estudios.

			Exigía Morelos: «Que existan tribunales que protejan al débil de los abusos que comete el fuerte». Esto exige acabar con la impunidad y que se deje de castigar exclusivamente a quienes no tienen con qué comprar su inocencia. La Cuarta Transformación implica, como se demuestra en los hechos, abolir el régimen de privilegios que prevalecía, reducir la desigualdad, la pobreza y la violencia, así como desterrar la corrupción, tanto en el sector público como en el privado. Esa consigna del Siervo de la Nación ha empezado a hacerse realidad, además, mediante la reforma al Poder Judicial que se legisló en septiembre de 2024 y se consumó en junio de 2025, con la realización de elecciones judiciales que colocaron a nuestro país como el único del mundo en el que todas las personas juzgadoras —salvo las que integran el Órgano de Administración Judicial y los tribunales militares— son electas por voto popular directo.

			

			Aunque estos son para mí los postulados más precisos y vigentes, hay en los Sentimientos de la Nación otros puntos de gran trascendencia; por ejemplo, el que declara «libre e independiente de España a América también de cualquier otra nación, gobierno o monarquía»; el que establece que «la soberanía dimana inmediatamente del pueblo», el cual solo quiere depositarla en sus representaciones y se erige como república; el que divide los poderes en Ejecutivo, Legislativo y Judicial; el postulado de que el gobierno liberal debe sustituir al tiránico; el reclamo de leyes generales que valgan para todos y, por tanto, la tácita abolición de los fueros que privilegiaban a religiosos y militares. El 15, que proscribe para siempre la esclavitud y la distinción de castas y que cito textualmente: «Quedando todos iguales y solo distinguirá a un americano de otro el vicio y la virtud»; pide a continuación que se acabe la infinidad de tributos e imposiciones, teniendo por todo impuesto 5% de las ganancias de cada individuo y —algo visionario de este cura profundamente humano y precursor de la justicia— declara la prohibición de la tortura.

			Como ya vimos, a finales de 1815, Morelos fue martirizado y asesinado en Ecatepec. Pero el sacrificio de estos próceres y de los otros independentistas no fue en vano. Se escuchó tan fuerte y tan lejos el grito de Independencia de 1810 que, poco tiempo después de la desaparición del cura Hidalgo y de sus aliados humanistas y rebeldes, las Cortes de Cádiz convirtieron al Gobierno español en una monarquía constitucional, suprimieron el pago de tributos e impuestos exigidos durante tres siglos a los indígenas, abolieron la esclavitud, prohibieron la tortura y eliminaron el Tribunal de la Inquisición, aunque pasado un tiempo, cuando Fernando VII8 volvió al trono, restableció estos oprobios e implantó de nuevo la monarquía absoluta. Pero ya habían quedado sembrados los ideales de justicia para su consumación en el porvenir. Asimismo, pocos días después del asesinato de Morelos, la tiranía monárquica se vio obligada a expedir una ley de amnistía para liberar a insurgentes presos, a la cual se acogieron, entre otros, la inteligente y definida Leona Vicario.

			En la lucha por la Independencia hubo dos épocas muy marcadas: la del inicio con la bandera de la soberanía popular y la justicia, que llega hasta la detención y fusilamiento de Morelos, y la que se registra, a partir de entonces, encabezada por Guerrero y Rayón y se aviva con el agravamiento de la crisis en la metrópoli colonial. Conviene recalcar, como lo sostenía Octavio Paz, que la revolución de independencia comenzó con la lucha del pueblo contra la oligarquía de la Nueva España. Los insurgentes buscaban modificar la estructura económica y social de opresión prevaleciente en el sistema colonial. Inicialmente, «no es la rebelión de la aristocracia local contra la metrópoli, sino la del pueblo contra la primera».9 Para Hidalgo y Morelos, las reformas sociales, como la abolición de la esclavitud y la búsqueda de la igualdad, tenían la misma importancia que la independencia política. Por ello, el movimiento de insurrección popular es combatido por el Ejército, la Iglesia y los grandes propietarios en alianza con la Corona española:

			Estas fuerzas fueron las que derrotaron a Hidalgo, Morelos y Mina. Un poco más tarde […], ocurre lo inesperado: en España los liberales toman el poder, transforman la monarquía absoluta en constitucional y amenazan los privilegios de la Iglesia y de la aristocracia. Se opera entonces un brusco cambio de frente; ante este nuevo peligro exterior, el alto clero, los grandes terratenientes, la burocracia y los militares criollos buscan la alianza con los restos de los insurgentes y consuman la Independencia.10

			Aunque en 1820 la revolución popular se encontraba prácticamente sofocada, el auge que llegó a tener el movimiento en los años 1810-1815 y su influencia en la población obligó a la oligarquía, en el momento en el que se disponía a consumar la Independencia, a establecer una alianza con la corriente más representativa de este movimiento. Así, Agustín de Iturbide, representante de las clases dominantes de México, y Vicente Guerrero, uno de los principales insurgentes del partido de Morelos, que aún estaba activo, se comunican mediante cartas y, aunque algunos historiadores lo niegan, estos dos personajes se entrevistan en Acatempan, se ponen de acuerdo y Agustín de Iturbide elabora y da a conocer en Iguala el famoso Plan de las Tres Garantías: Independencia, Unión y Religión.

			Puede haber dudas sobre el encuentro, pero no las hay acerca del hecho de que el 10 de enero de 1821 Iturbide le pone a Guerrero en una carta, «sin andar con preámbulos», según sus propias palabras, que detenga la hostilidad y que someta sus tropas al Gobierno; «en el concepto de que yo dejaré a usted el mando de su fuerza, y aún le proporcionaré algunos auxilios para la subsistencia de ella». La respuesta de Guerrero no tardó: le recuerda que los españoles solo piensan en «mantenernos sumergidos en la más vergonzosa esclavitud» y agrega que «la dignidad del hombre es muy grande, pero ni esta, ni cuanto pertenece a los americanos, han sabido respetar los españoles» y, sobre su propuesta de someterse bajo el mando de Iturbide, le pone como condición que primero se defina; le expresa textualmente: «Decídase usted por los verdaderos intereses de la nación, y entonces tendrá la satisfacción de verme militar a sus órdenes, y conocer a un hombre desprendido de la ambición que solo aspira a sustraerse de la opresión y no a elevarse sobre las ruinas de sus compatriotas». Guerrero termina diciéndole que «ha satisfecho el contenido de la carta de usted porque así lo exige mi crianza y le repito que todo lo que no sea concerniente a su total independencia lo disputaremos en el campo de batalla». Pocos días después vino el entendimiento, y el 24 de febrero de 1821, con la promulgación del Plan de Iguala, se confecciona y enarbola, como símbolo del surgimiento de la nueva nación, la primera bandera de México independiente, con sus tres colores: verde, blanco y rojo, colocados en franjas diagonales. Aunque nuestro lábaro patrio habría de evolucionar en tiempos posteriores, los colores siempre fueron los mismos, solo se ordenaron de manera vertical y se situó el escudo nacional, el águila devorando una serpiente, en el centro de la franja blanca.

			El poder colonial representado por el virrey Apodaca, aunque debilitado y sin posibilidad de recibir apoyo de la monarquía española, decidió resistir y enfrentar militarmente a los independentistas, quienes ya para entonces habían aceptado como jefe al general exrealista Agustín de Iturbide, el cual, con sus compañeros de armas y con los antiguos líderes del movimiento popular insurgente, terminó por imponerse en casi todas las regiones del país. Escribe el maestro Luis Villoro: 

			En poco tiempo, sin derramamiento de sangre, el ejército de Iturbide conquista las principales ciudades. Entra en Valladolid, Guadalajara y Puebla, mientras las tropas expedicionarias españolas destituyen al virrey Apodaca, cuya actitud frente al movimiento es calificada cuando menos de tibia. Queda al mando de la Ciudad de México el mariscal Francisco Novella. Pero todo va a resolverse en unas semanas.11

			

			El 3 de agosto de 1821, llegó a la ciudad de Veracruz Juan O’Donojú, nombrado jefe político de la Nueva España por las Cortes españolas, pero es sitiado en el puerto de Veracruz por las tropas iturbidistas. En tal circunstancia no tiene más remedio que lanzar un manifiesto explicando que él no dependía de un rey tirano, o de un gobierno déspota, y señala: «Yo no pertenezco a un pueblo inmoral; […] yo no vengo al opulento Imperio mexicano a ser un rey ni a amontonar riquezas», al tiempo que convoca a Iturbide a entenderse para dar solución al conflicto político de la Nueva España. O’Donojú simplemente enfrentaba un hecho consumado que era preciso formalizar. Por ello se reunió en Córdoba, Veracruz, con los jefes independentistas, y del acuerdo al que llegaron surgieron los conocidos Tratados que llevan el nombre de  esa ciudad, en los cuales se estableció: «Esta América se reconocerá por nación soberana e independiente y se llamará en lo sucesivo Imperio mexicano. El gobierno del Imperio será monárquico constitucional moderado». También se pactó en Córdoba la creación de una Junta Provisional integrada por hombres destacados, «por sus virtudes, por sus destinos, por sus fortunas, representación y concepto», para elegir una regencia de tres notables de la cual saldría el titular del Poder Ejecutivo, quien gobernaría en nombre del nuevo monarca, hasta que este empuñara «el cetro del Imperio».

			Los Tratados de Córdoba, al igual que el Plan de Iguala, suscrito seis meses antes, solo implicaban un reacomodo en la cúpula del poder económico, político y militar para garantizar la continuidad del mismo régimen de opresión colonial, solo que en beneficio de la oligarquía criolla, la cual se arrogó los privilegios de los peninsulares, sin la participación de la monarquía española. Así se consumó una independencia sin justicia ni libertad para el pueblo raso. Nada quedaba en pie del pensamiento del cura Hidalgo y del cura Morelos; habían caído en el olvido las demandas de abolición de la esclavitud, la tierra para los campesinos y mayores salarios para los trabajadores; se había borrado la demanda de la moderación de la opulencia y una mejor distribución de la riqueza; ya no se hablaba de la creación de tribunales, como lo deseaba Morelos, el Siervo de la Nación, «que defendieran al débil de los abusos que comete el fuerte».

			Pero como posiblemente pensaron en ese entonces Vicente Guerrero, Guadalupe Victoria, Nicolás Bravo y otros herederos de los ideales y de las causas de los curas rebeldes, primero había que asegurar la anhelada independencia, en especial, el párrafo del Acta correspondiente, en el cual la nación mexicana «declara solemnemente […] que es nación soberana e independiente de la antigua España, con quien en lo sucesivo no mantendrá otra unión que la de una amistad estrecha». Es posible, repito, que los auténticos representantes de las demandas de la mayoría del pueblo calcularan que era fundamental asegurar en primer término la independencia política, por más que quedaran pendientes las reivindicaciones sociales, cuyo logro habría de tomar muchos años más de fatigas, sufrimientos y luchas en defensa de la República y de nuestra soberanía. En efecto, hubo de pasar un siglo para transformar, con la Revolución mexicana, las condiciones de esclavitud y de injusticia que siguieron prevaleciendo sobre la gran mayoría de la población a pesar de la consumación de la Independencia. Pero aun sin esa dimensión social, la creación de la nueva república, con toda su lamentable tragedia, constituyó una inolvidable hazaña. No omitamos que estábamos saliendo del oscurantismo de tres siglos de colonización, que nos habían saqueado y empobrecido los españoles y que no se tenía ninguna experiencia de cómo organizar la república. Recordemos que al abogado Primo de Verdad, quien en 1808, a finales del Virreinato, habló de soberanía popular, lo ahorcaron en el Palacio del Arzobispado. Ni liberales ni conservadores pensaban en la democracia participativa. Para ellos, la política era asunto de los ciudadanos, no del pueblo raso que paradójicamente representaba el 80% de los mexicanos. Si acaso unos y otros grupos de la élite política reclutaban a los de abajo mediante la leva forzosa para engrosar sus filas y fortalecer sus ejércitos.

			Reitero que aun cuando formalmente se había abolido la esclavitud una y otra vez, luego de alcanzarse la independencia política, en los hechos esta práctica opresiva se mantuvo hasta el triunfo de la Revolución; es decir, existía en 1914, casi cien años después de terminado el colonialismo español. En otras palabras, siguió aplicándose la máxima virreinal de que las leyes «se acatan, pero no se cumplen», o de que se respetan en la forma para violarse en el fondo. Por ejemplo, así como la monarquía expidió las Nuevas Leyes desde 1542 para considerar a los indígenas vasallos libres, en tres siglos en realidad nunca lo fueron. Así, desde la primera Constitución Federal de 1824 se prohíbe la esclavitud, mandamiento que fue ratificado por los presidentes Guadalupe Victoria y Vicente Guerrero. Se reconfirma incluso en la constitución conservadora impulsada por Santa Anna en 1843, con el requisito clasista de que solo podían ser ciudadanos quienes demostraran contar con un ingreso de por lo menos doscientos pesos anuales, cuando el 90% no podía cumplir con ese requisito por vivir en la pobreza. Lo cierto es que en esos tiempos ni conservadores ni liberales tenían en sus propuestas esta o cualquier otra reivindicación de carácter social en beneficio de la mayoría del pueblo. Un dato: en la época de la tiranía de Santa Anna, al igual que en plena invasión española, familias completas de indígenas mayas de la península de Yucatán eran «cazadas», raptadas, para trabajar como esclavos en la isla de Cuba,12 al grado de que, en un informe al Congreso, el 9 de mayo de 1861, el presidente Juárez da a conocer que el Gobierno había prohibido que en Yucatán continuara la venta de esclavos indígenas.13 Más aún, como casi todos los presidentes y políticos de la época posterior a la Independencia eran latifundistas, hasta el mismísimo emperador Maximiliano de Habsburgo se manifestaba a finales de 1865 en contra del maltrato que le daban los hacendados a los peones, porque los castigaban en sus «faltas» con azotes y cepo.14 En fin, llegamos a ser un país independiente, pero nos faltaba construir una República verdaderamente justa, libre y democrática.

		

		

	
		

		
			    

			II

			Liberales y conservadores

			Como ya lo explicamos, desde la consumación de la Independencia política en 1821 hasta la revolución antiporfirista que culminó en 1911, por cerca de un siglo no hubo cambios en beneficio del pueblo, mayoritariamente indígena. La lucha entre liberales y conservadores siempre mantuvo un interés fundamentalmente económico y político, entremezclado con la intromisión de lo clerical y el continuo acecho de filibusteros o invasores extranjeros que obligaron a esas generaciones de mexicanos a ocuparse de la noble y a veces infortunada tarea de defender nuestro territorio y la soberanía nacional.

			Por ello, aunque en aquel entonces la atención de las demandas de justicia social no estaba en la agenda pública, no se puede tachar de intrascendente o desdeñable el sacrificio que hicieron nuestros antepasados para crear, luego de siglos de opresión, una nueva república. En realidad se trató de una complicada hazaña, pasando por un doloroso aprendizaje, pues nada o muy poco se sabía del arte de la política y del buen gobierno. Veníamos de un bárbaro y atrasado coloniaje, monárquico y clerical, sin hábitos en virtudes cívicas por falta de instituciones que inspiraran e infundieran ese carácter. Había que emprender una etapa del todo nueva y no eran pocas las afrentas y los desafíos. Don Jesús Reyes Heroles llegó a sostener que: «Todo cuanto hubo de grande o pequeño en la segunda mitad del siglo xix tiene su raíz en la primera mitad, y cruzando los desgarramientos de esta ardua etapa de la historia nacional se halla el hilo que permite explicarse hechos, vicisitudes, condiciones y acciones, resultados positivos y frustraciones».1

			

			En efecto, al consumar su independencia del Imperio español y conquistar su libertad política, México inicia un largo y trágico proceso de reorganización que culmina con la instauración de su Estado nacional. Este periodo de transición, que comprende de 1821 a 1867, se caracteriza por la permanente inestabilidad política. Se viven tiempos de enfrentamientos cotidianos. En lo interno, liberales y conservadores luchan entre sí por la implantación de proyectos nacionales distintos y contrapuestos. En lo externo, México es territorio disputado por naciones extranjeras que buscan, mediante la intervención militar, ocupar el vacío dejado por España para establecer de nuevo un prepotente dominio imperial.

			Como para ponernos a prueba desde el inicio, la vida política de la nueva nación mexicana empezó con el absurdo de coronar a Iturbide, al adoptarse la monarquía constitucional moderada como forma de gobierno. Pronto el enfrentamiento entre Agustín y el mismo Congreso que le había puesto la diadema imperial permitió la primera aparición de importancia en la escena política del general Antonio López de Santa Anna, antiguo oficial realista que se pronunció en Veracruz por la república, siendo secundado por otros militares, hasta hacer que Iturbide abdicara a la corona  y al mando. La mejor síntesis del breve reinado de Iturbide la aporta el intelectual y político ecuatoriano Vicente Rocafuerte, quien apenas unos meses después de la entrada triunfal de Iturbide, el 27 de septiembre de 1821, para firmar el acta de Independencia, escribió sobre nuestro país un texto titulado Bosquejo ligerísimo de la Revolución de Mégico: desde el grito de Iguala hasta la proclamación imperial de Iturbide. Allí sostenía que este caudillo, Agustín de Iturbide, era un farsante, que solo buscaba «satisfacer la europea y pueril vanidad de ponerse encima de la cabeza una mezquina redondela de oro llamada en el vocabulario gótico corona imperial». Poco tiempo después sucedió exactamente lo que predijo Rocafuerte, y desde entonces el ecuatoriano adquirió fama y prestigio entre los liberales mexicanos. La duración del imperio de Iturbide fue corta: duró diez meses, del 19 de mayo de 1822 al 19 de marzo de 1823, y tuvo un final trágico, pues el monarca criollo salió al exilio y, a su regreso, con propósito de conquista, fue aprehendido en Tamaulipas y fusilado allí mismo el 19 de julio de 1824.

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

		

	
		

		
			
			Capítulo 1

			LA PRIMERA REPÚBLICA FEDERAL

			Reunido el nuevo Congreso Nacional después de la caída de Iturbide, se adopta la forma de Gobierno federal y se promulga la Constitución de 1824, que fue, sin duda, un triunfo de la corriente liberal. Entre otras cosas, la Constitución define la distribución del poder público en las antiguas provincias convertidas en estados; establece la división de poderes; reconoce la igualdad ante la ley de todos los ciudadanos; protege la libertad de imprenta; impide la reelección del presidente de la República en periodos consecutivos; estipula la condición de reunir la mayoría absoluta de los votos de las legislaturas estatales para elegir presidente y vicepresidente del Supremo Poder Ejecutivo de la nación y faculta al Congreso general para la formación de reglamentos con objeto de organizar, armar y disciplinar la milicia local de lo s estados. A pesar de estos principios políticos, inspirados en la doctrina liberal, el texto constitucional conserva los fueros o privilegios del ejército y el clero, además de prohibir «para siempre la pena de confiscación de bienes». Estos preceptos son el reflejo de la realidad prevaleciente en la época y muestran con claridad el poder económico, político y social de la Iglesia, así como la fuerza específica del ejército después de la insurgencia y la importancia que, tanto para los conservadores como para la mayoría de los liberales, tenía la inviolabilidad de la propiedad privada. En esencia, podemos decir que de los intentos por alterar estas prerrogativas surgieron los principales antagonismos entre liberales y conservadores.

			 Pero el problema que le causó más dolores de cabeza fue el conocido movimiento antiespañol, que enfrentó a las dos principales facciones, agrupadas en logias masónicas, que, como ya expresamos, actuaban como verdaderos partidos políticos. En la logia yorkina militaban liberales que coincidían con la forma de Gobierno federal y mantenían una posición de defensa de la independencia, pronunciándose por la expulsión de los españoles, a los que consideraban aliados de los planes de reconquista preparados por la monarquía peninsular. Además, veían con admiración al sistema de gobierno estadounidense y se dejaban influir por el embajador de Washington en México, Joel Roberts Poinsett. Por el contrario, los masones de la logia escocesa eran liberales moderados, partidarios (de acuerdo con José María Luis Mora) de un federalismo más controlado, pero que se identificaban más con intereses de las clases privilegiadas y se manifestaban en favor de las garantías extendidas a los españoles desde el gobierno de Iturbide.

			El origen de la hispanofobia de los yorkinos se relacionaba con la influencia que, a pesar de la independencia, seguían manteniendo los españoles en la cosa pública. «En realidad —afirma Harold D. Sims— los españoles se hicieron poco a poco y cada vez más indeseables en México durante el periodo de 1821-1827, en parte por haber seguido ocupando posiciones prominentes en la nueva sociedad, lo cual los hacía objeto de una gran impopularidad».1 Prueba de ello es que al tomar posesión los nuevos integrantes del Congreso Federal, el 1.º de enero de 1827, la mayoría de los diputados pertenecían a la logia yorkina, y desde sus campañas electorales habían utilizado como bandera política la lucha antiespañola. Inclusive, Michael P. Costeloe ha llegado a sostener que «lo más eficaz de su propaganda fue su tentativa de comprometer a la población española en el terreno político y alentar la hostilidad pública contra ella, asociándola con los escoceses».2 Independientemente del efecto real que haya tenido este planteamiento de los nativistas en los resultados electorales, es indudable que les sirvió para identificarse con el pueblo como defensores de la independencia nacional, lo cual fue reafirmado con el descubrimiento —la noche del 18 de enero de 1827— de la conspiración española encabezada por el religioso Joaquín Arenas. Dicha conspiración fue fraguada por este fraile dieguino, apoyado por algunos españoles residentes en México. El fraile cometió el error de invitar a participar en ella al general Ignacio Mora, comandante general del Distrito Federal y del Estado de México. El comandante fingió aceptar, pero dio aviso de inmediato al presidente Guadalupe Victoria, quien le ordenó que invitara al padre Arenas a su casa con el pretexto de que, antes de sumarse a la conspiración, necesitaba escuchar todos los detalles. Siguiendo también órdenes de Victoria, el diputado José María Tornel y el senador Francisco Molinos del Campo actuarían como testigos ocultos en la misma habitación. A las cuatro de la madrugada del 19 de enero de 1827, el fraile acudió a casa de Mora, en el barrio de San Cosme. A la pregunta del general mexicano, el sacerdote mencionó que la conspiración se fraguó en Madrid y que Fernando VII había ya nombrado un comisionado para hacerse cargo del mando al triunfo de esta. Según el fraile, esta persona se encontraba ya en México. Se trataba también de arrestar al general Vicente Guerrero y al presidente Guadalupe Victoria si no se adherían al plan, y de reponer en sus destinos a los europeos. Señaló que se contaba con los cabildos eclesiásticos de México, con el comandante general de Puebla, José María Calderón, su obispo, así como elementos del Ejército. La revuelta estallaría el 20 de enero siguiente. De este modo se descubrió la conspiración de forma oficial. Al darse cuenta de ello, Arenas se limitó a decir que era evidente la traición de que fue objeto y que solo le quedaba gloriarse de ser un mártir de su religión y de su Patria. Tras ser juzgado, el fraile dieguino fue fusilado. Entre los implicados se encontraba también el general español Gregorio Arana. Además, se detuvo a los generales Pedro Celestino Negrete y José Antonio de Echávarri, ambos nacidos en España pero radicados en México desde hacía muchos años; aunque no pudo probarse que alguno de ellos tuviera vínculos con los conspiradores, fueron desterrados del país, sin importar los servicios que prestaron a la independencia de México.

			Ante este sonado caso, los escoceses se limitaron a desmentir la conjura, argumentando que se había tratado de una maniobra política de los mismos yorkinos. Sin embargo, las investigaciones realizadas por el Gobierno y las detenciones que se derivaron demostraron que se trataba de un plan organizado por generales y sacerdotes españoles para restaurar la monarquía de Fernando VII. En el Congreso la lucha se polarizó, la agitación política se extendió por todo el país y los yorkinos aprovecharon la presión popular para que la Cámara aprobara un mandamiento legal, el 10 de mayo de 1827, según el cual se destituía a los empleados españoles de sus cargos en el Gobierno federal. Más tarde, la aplicación de las dos leyes de expulsión de los españoles, expedidas por el Congreso General el 20 de diciembre de 1827 y el 20 de marzo de 1829, provocó la conspiración de los escoceses, comandada por el vicepresidente Nicolás Bravo, otro antiguo insurgente que había peleado al lado de Morelos. Los insurrectos fueron combatidos y vencidos por tropas al mando del general liberal Vicente Guerrero y se les impuso la pena de seis años de destierro. Este último golpe al rito escocés sería el corolario de su derrota como facción opositora. Sin embargo, también marcaría el inicio de la declinación yorkina. «La expulsión levantó y generalizó temores sobre los métodos de los yorkinos, aprensión en contra de sus procedimientos, sentimientos que, conjugados con las fuerzas ofendidas y su periferia, contribuirían a la neutralización política de los yorkinos como tales».3 En esencia, las medidas de expulsión sirvieron para reagrupar a todos los componentes de la fuerza conservadora.

			Ahora bien, para tener una idea más clara de los efectos producidos por la aplicación de las dos Leyes de Expulsión, es necesario señalar que en diciembre de 1827 había en el país 6 610 españoles, y para diciembre de 1829 únicamente residían 2 181.4 Por otro lado, la expulsión de los peninsulares de México iba acompañada de la fuga de capitales. Lucas Alamán sostenía que «con los capitalistas españoles durante periodos de la primera y segunda expulsión habían partido 12 millones de pesos en plata».5 Desde la perspectiva económica, para don Jesús Reyes Heroles la expulsión de los españoles significó quebrantar el núcleo económico que podía dar lugar a la formación de una oligarquía, base indispensable para la edificación del Estado nacional:

			Las acciones políticas deben medirse por su significado, por su efecto, y desde este ángulo la expulsión quebrantó el núcleo, la simiente de lo que tendía a ser una oligarquía. La expulsión iba acompañada por vehementes prédicas igualitarias que herían mortalmente la tesis de los privilegios de una potencial oligarquía, el núcleo de ésta estaba evidentemente constituido por los españoles. Por consiguiente, puede aventurarse que la expulsión fue factor, que con otros actos subsecuentes en el mismo sentido, logró que en el país no se formase una oligarquía tradicional.6

			Pero si bien es cierto que la consolidación de la oligarquía era indispensable para el surgimiento del nuevo Estado, también lo es que el Estado nacional no podía construirse sobre la base de una estructura económica y social heredada del periodo colonial. Es decir, la expulsión de los españoles, y con ello la fuga de capitales, se debe entender como el último acto del proceso de descolonización iniciado en 1810: representa la culminación del periodo de dependencia económica colonial iniciado trescientos años atrás. «En esta óptica, la misma fuga precipitada de riquezas ocurrida en el momento de la emancipación no es más que el punto culminante de un largo proceso de desacumulación: es el acto último con que el colonizador concluye su “misión civilizadora”».7

			Por último, al desaparecer los españoles como núcleo económico y político dominante, quedaba al descubierto el poder del clero. Con ello, la lucha se encauzaría hacia el principal propietario del país y, después de un largo periodo de enfrentamiento, surgirían las condiciones necesarias para aglutinar y fortalecer a los propietarios laicos, así como la estructura política nacional subordinada a sus intereses; es decir, era imprescindible transitar del Estado clerical al Estado oligárquico.

			Durante la primera república federal, el otro elemento que domina la escena política en los entonces 19 estados del país es la constante disputa por el poder entre los comandantes generales y las autoridades civiles. Es necesario advertir que, después de consumada la independencia nacional, los militares se constituyeron en un nuevo poder político. Su participación durante la insurgencia los convirtió en demandantes de privilegios, pues alegaban haber sido los ejecutores de la revolución y, por lo tanto, se sentían con derecho suficiente para erigirse en guardianes del orden interno y defensores de la Patria.

			Téngase en cuenta que, desde el primer presidente, Guadalupe Victoria, en 1824, hasta la última fuga de Antonio López de Santa Anna, en 1855, ocuparon el cargo de presidente, como constitucionales, suplentes, interinos o sustitutos, 21 gobernantes, de los cuales solo tres, Victoria, Guerrero y Bravo, habían luchado por la Independencia; la mayoría eran militares realistas convertidos en republicanos a partir del fracaso del iturbidismo. Desde luego, el más representativo es Santa Anna, que pasa de realista a independentista y, luego, de liberal a conservador, de dictador a Alteza Serenísima y que, en 31 años, es formalmente siete veces presidente de México, sin contar las que entraba y salía del Palacio a Manga de Clavo, su finca en Veracruz, haciendo un total de 11 veces, lo cual llevó a ese gran maestro y politólogo Enrique González Pedrero a señalar en su excepcional obra de investigación que en este desdichado periodo «México fue país de un solo hombre».

			Como hemos visto, el poder militar fue legitimado en la Constitución de 1824. Los constituyentes actuaron de conformidad con la realidad política prevaleciente, y posiblemente pensaban que el contrapeso al privilegio militar se daría con el ejercicio práctico de otros postulados y principios consagrados en la misma Constitución, como la igualdad de todos los hombres ante la ley, la soberanía de los estados, la libertad política de prensa y la facultad del Congreso en cuanto a la formación de reglamentos para organizar, armar y disciplinar la milicia local de los estados. Sin embargo, la realidad se impuso a los principios liberales: los militares entendían poco el lenguaje de las leyes; para ellos el poder emanaba de la fuerza y no del derecho. En los estados, los comandantes militares se situaban por encima de las nacientes legislaturas locales y de la autoridad legal de los gobernadores. La dualidad de poder generó constantes enfrentamientos en los que casi siempre se impuso el criterio salido de las comandancias, que únicamente se subordinaban al mandato del centro y en particular a las órdenes del Ministerio de Guerra. 

			Si, como hemos visto, Guadalupe Victoria, el primer presidente de México, pudo terminar su mandato, el conflicto entre liberales y conservadores se desató con fuerza precisamente durante la elección de 1828, cuando había que decidir sobre el sustituto; es decir, quién debía gobernar en el cuatrienio, no sexenio, de 1829 a 1833. En esa ocasión, para relevar al presidente Guadalupe Victoria, contendieron, representando al partido yorkino, su dirigente, el general Vicente Guerrero y, como candidato del bloque escocés, el ministro de Guerra, Manuel Gómez Pedraza. La diferencia entre los candidatos se reflejaba en el marcado contraste de sus rasgos étnicos, en sus posiciones políticas y en los intereses que representaban.

			Vicente Guerrero era un inequívoco americano. Su composición cultural era una mezcla de indígena y afrodescendiente. Había sido combatiente destacado en la Guerra de Independencia y contaba con buena fama pública. «Su reputación era la de un devoto servidor del pueblo, un hombre de gran bravura y pericia militar dispuesto como pocos a sacrificarse por el bien común».8 Guerrero era el candidato popular. En contraposición, Gómez Pedraza pertenecía a las clases acomodadas, era criollo blanco, había colaborado con Iturbide y el Imperio y simpatizaba con la idea de conservar los privilegios. En torno a Manuel Gómez Pedraza se unieron: «La vieja aristocracia, el alto clero, los terratenientes, algunos militares de alta graduación, los políticos moderados de todos los matices, los masones escoceses, los novenarios y algunos yorkinos desilusionados […] para formar una impresionante alianza contra Guerrero».9

			

			De esta forma, la contienda por la presidencia se presentó como un enfrentamiento entre clases antagónicas. Es importante destacar que el procedimiento electoral para elegir al presidente y al vicepresidente del Supremo Poder Ejecutivo de la nación dependía de la votación que se efectuaba en las legislaturas estatales. Es decir, eran únicamente los diputados de los estados quienes poseían el derecho de elección. Esta situación favorecía la candidatura de Gómez Pedraza, pues la política era asunto casi exclusivo de las clases acomodadas, a las que pertenecía la mayoría de los diputados locales. De esta manera, aun cuando Guerrero contaba con el apoyo de las clases medias y bajas, estas tenían pocos representantes o electores en las legislaturas: «Los políticos y los grupos con conciencia política de todas las procedencias y creencias formaban por sí mismos una élite que controlaba en su mayor parte, si no en su totalidad, el poder y la riqueza del país».10 Principalmente por esta causa, Gómez Pedraza ganó las elecciones. Sin embargo, el triunfo de Gómez Pedraza produjo de inmediato la inconformidad entre los miembros del partido yorkino. La primera manifestación de rebeldía provino de Antonio López de Santa Anna, gobernador en funciones del estado de Veracruz. Su peculiar talento político se expresó con oportunidad; proclamó su desacuerdo argumentando que las legislaturas habían rechazado e ignorado los deseos de la mayoría del pueblo; acusó a Gómez Pedraza de haber mantenido siempre una actitud proespañola y reaccionaria, y lanzó un plan de sublevación que se sintetizaba en cuatro puntos básicos:

			1.	Anulación de la elección de Gómez Pedraza.

			2.	Promulgación de una nueva ley de expulsión a los españoles.

			3.	Reconocimiento de Vicente Guerrero como presidente de la República.

			4.	Celebración de nuevas elecciones en las legislaturas (donde se votó de nuevo en favor de Gómez Pedraza).

			A pesar del poco éxito militar alcanzado por Santa Anna, otros acontecimientos de tipo político vendrían a intensificar el movimiento contra la elección de Gómez Pedraza. En efecto, después del triunfo del partido escocés, se inició la persecución de los principales miembros del partido yorkino que ocupaban puestos importantes en el Gobierno: primero, José María Tornel fue destituido como gobernador del Distrito Federal y después, uno de los yorkinos más importantes, Lorenzo de Zavala, gobernador del Estado de México, fue acusado de complicidad en la sublevación de Santa Anna y se ordenó su detención. No obstante, Zavala logró escapar hacia la montaña, desde donde inició los preparativos para enfrentarse militarmente al Gobierno. De esta manera, la persecución de los dirigentes yorkinos, en momentos en los que era necesaria la negociación política, exacerbó las contradicciones que dieron lugar al derrocamiento del gobierno constitucionalmente elegido. Los acontecimientos que produjeron la caída de Gómez Pedraza se iniciaron cuando tropas rebeldes comandadas por militares disidentes ocuparon, el 30 de noviembre de 1828, el edificio de la Acordada, lugar estratégico por ser el almacén de armas y municiones. Posteriormente, José María Lobato, Lorenzo de Zavala y el mismo Vicente Guerrero se unieron al movimiento rebelde, imprimiéndole mayor fuerza. Cuando apenas se había iniciado la lucha armada y eran pocas las posibilidades de un triunfo rebelde, ya que Gómez Pedraza contaba con el respaldo del Ejército, del Gobierno y de las clases acomodadas, ocurrió algo imprevisto: el presidente electo huyó de la Ciudad de México, renunció  al cargo el 27 de diciembre de 1828 y, tres meses después, abandonó el país. Todo ello por considerar que con esta actitud podía evitar el derramamiento de sangre.

			La noticia de la huida de Gómez Pedraza sembró el desconcierto entre los miembros del Gobierno y facilitó a los rebeldes la toma de Palacio Nacional. En esta coyuntura se inscribió el famoso saqueo del Parián: el asalto de una multitud de hombres de las clases bajas de la Ciudad de México a los establecimientos comerciales ubicados alrededor del Zócalo, cuyos propietarios eran ricos comerciantes mexicanos y españoles. Al grito de «Vivan Guerrero y Lobato y viva lo que arrebato», el mercado fue totalmente saqueado. Este acto de venganza popular, incitado por el partido yorkino contra las clases acomodadas de la ciudad, fue el reflejo del odio sentido por las masas pobres hacia las minorías privilegiadas de la época. La venganza de los yorkinos no quedó únicamente en los sucesos del Parián. Una vez renovado el gabinete, y luego de que el Congreso declarara presidente de la República a Vicente Guerrero, se inicia con fuerza la campaña contra los españoles residentes en México. Se les acusa de haber participado en favor de Gómez Pedraza y se les vuelve a señalar como aliados de los planes de reconquista. La campaña antipeninsular da lugar a la Segunda Ley de Expulsión de Españoles, y en estas circunstancias se presenta el desembarco de hasta 4 000 españoles en las costas cercanas a Tampico, el 26 de julio de 1829. El comandante invasor, Isidro Barradas, lanzó una proclama en la que manifestaba que en nombre del Rey de España había recobrado parte de la colonia del Virreinato de México. Para combatir a los invasores se apersonó el siempre oportuno Antonio López de Santa Anna, quien había vuelto a ocupar el cargo de gobernador de Veracruz y, sin contar siquiera con autorización oficial, se puso en marcha hacia Tampico con un ejército de 2 000 hombres. Antes de llegar al lugar de la invasión, se unió al general Manuel Mier y Terán. Después de algún tiempo, con estratagemas audaces y pequeñas escaramuzas magnificadas después por el propio Santa Anna, pero principalmente debido al mal clima y las enfermedades que diezmaron a las tropas invasoras, así como a la confirmación de Barradas de que no recibiría refuerzos provenientes de Cuba, ambos lograron hacer capitular a la expedición española, el 11 de septiembre de 1829.

			Como en la capital del país la invasión produjo un ambiente de patriotismo y unidad nacional, al darse a conocer la noticia del triunfo de Santa Anna sobre las fuerzas invasoras, el regocijo se extendió por todas partes y se celebró la victoria. Santa Anna se hizo extraordinariamente popular y su hazaña lo empujó al primer lugar de la escena política: 

			Santa Anna, que durante tanto tiempo había ambicionado sobresalir en la nación, recibió al fin los halagos y la gratitud del país. Reconocido como vencedor o héroe de Tampico, fue ascendido a general de División y declarado Benemérito de la Patria. Los estados de Jalisco y Zacatecas le confirieron la ciudadanía adoptiva y más tarde se le concedieron medallas, sables de honor y otros tributos.11

			El triunfo contra la invasión española apenas sirvió para detener momentáneamente la lucha interna; el ambiente de patriotismo y unidad nacional desapareció más rápido de lo esperado y pronto se retomó el camino de los enfrentamientos. La oposición al gobierno de Guerrero provenía, como hemos visto, de las elecciones de 1828 y de los sucesos del Parián. Al grupo de «hombres de bien» se fueron sumando algunos clérigos y oficiales del ejército. Los militares, que, como se ha dicho, se habían convertido después del movimiento de Independencia en un grupo privilegiado, con la victoria sobre los españoles volvieron a recuperar popularidad y empezaron a intervenir de manera más directa en los asuntos del gobierno civil. Por otro lado, la crisis económica por la que atravesaba el país obligó al gobierno de Guerrero a poner en marcha una política fiscal, manejada por el ministro de Hacienda, Lorenzo de Zavala, que pretendía fortalecer las finanzas públicas mediante una rápida recaudación de fondos. Esta medida provocó la irritación entre las clases propietarias y el clero, pues se incrementaron los impuestos a las fincas rústicas y urbanas, a la vez que se ordenó la venta de los bienes que habían sido propiedad de los jesuitas y de la Inquisición. De esta manera, la ambición de los militares por influir cada vez más en la vida pública, conjugada con el descontento que produjeron las medidas fiscales, se convirtieron en elementos decisivos para la inestabilidad política, haciendo difícil el desenvolvimiento normal del gobierno de Guerrero. La oposición se fijó dos objetivos para menguar el poder del presidente; por un lado, desató una campaña contra Zavala, hasta hacerlo dimitir como ministro de Hacienda y posteriormente suspenderlo como gobernador del Estado de México, y, por otro, exigió la expulsión del embajador de Estados Unidos en México, Poinsett, a quien se acusaba de asesorar a los yorkinos e intervenir en los asuntos internos del país. Guerrero cedió a la presión ejercida en este punto y pidió al presidente estadounidense que retirara a Poinsett.12

			Quizá la causa más profunda del debilitamiento del gobierno de Guerrero se encuentre en los primeros alientos de reforma que, desde finales de la década de 1830, empezaron a delinearse en la prensa liberal de la época. Por ejemplo, el periódico El Correo incursionó en temas tan espinosos como la tolerancia religiosa e inició el cuestionamiento a los privilegios del clero y del Ejército. Sin duda, esta tendencia provocó la articulación de todas las fuerzas opositoras y facilitó la formación de un solo bloque integrado por «hombres de bien», militares y clérigos. La embestida reaccionaria  se inició con fuertes rumores de un golpe de Estado, que sería perpetrado por el vicepresidente Anastasio Bustamante, cuya misión consistiría en establecer un régimen centralista. Del rumor se pasó al pronunciamiento militar, pues el 6 de noviembre de 1828 la guarnición militar de Campeche se pronunció por el centralismo; de la misma manera, el 4 de diciembre el ejército de reserva de Xalapa se sublevó contra Guerrero y formuló una invitación a Bustamante y a Santa Anna para dirigir la rebelión. Santa Anna respondió, 14 días después, que defendería a la Constitución y a Guerrero: «Me opondré inflexiblemente a todos los que pretendan derribar del sillón presidencial  al ilustre general, el ciudadano Vicente Guerrero, lo que únicamente conseguirían pasando sobre mi cadáver una vez yo hubiere perecido defendiendo al Primer Magistrado de la Nación».13

			A pesar del desacuerdo de Santa Anna, los dirigentes castrenses de Xalapa contaron con amplio apoyo de la mayoría de las comandancias militares del país, además del respaldo del clero y de los «hombres de bien». El presidente Guerrero pidió licencia al Congreso para salir a combatir a Bustamante, quien se encontraba en Xalapa. Dejó como sustituto en la presidencia a José María Bocanegra, quien tan solo gobernó del 18 al 23 de diciembre de 1829, cuando fue remplazado a la fuerza por un triunvirato compuesto por Lucas Alamán, Pedro Vélez y Luis Quintanar. Estos, a su vez, entregaron la presidencia a Anastasio Bustamante el 1.º de enero de 1830, para que después el Congreso declarara a Guerrero como imposibilitado para gobernar la República. De este modo, los legisladores intentaban poner un poco de orden en la confusa situación política del país, pues, por un lado, no podían declarar como ilegal la presidencia de Guerrero sin hacer lo mismo con la vicepresidencia de Bustamante, que asumió la titularidad del Ejecutivo en sustitución de Guerrero. Sin embargo, al mismo tiempo, varios diputados habían declarado que don Vicente había llegado de forma ilegal al cargo presidencial después de defenestrar a Manuel Gómez Pedraza. En un principio se propuso declarar a Guerrero como «imposibilitado moral» para ejercer el cargo, pero en recuerdo de sus servicios durante la Guerra de Independencia se decidió quitar la palabra «moral» y dejar tan solo la de «imposibilitado». De esa forma, el mismo Congreso que avaló el inicio de su presidencia, unos meses después lo declaró incapaz de ejercerla. Comenzaba con ello la etapa más surrealista de la historia mexicana:

			Esta vez a Santa Anna le había traicionado su olfato; los conservadores eran fuertes […], pronto el país entero, con excepción de algunos obstinados liberales partidarios del general Juan Álvarez, habían aceptado a Bustamante. Santa Anna se encogió de hombros y se retiró a Manga de Clavo, su hacienda en Veracruz. El Congreso legitimó a Bustamante, quien ocupó por primera vez el incómodo sillón presidencial en enero de 1830. Tenía en su favor el beneplácito del clero, el aplauso de los ricos, la adhesión efectiva del ejército, el clericalismo del Senado y la indecisión de la Cámara de Diputados.14

			Anastasio Bustamante procuró integrar su gabinete con miembros distinguidos del bloque conservador: Lucas Alamán ocupaba el Ministerio de Relaciones; José Ignacio Espinosa, el de Justicia y negocios eclesiásticos; Rafael Mangino, el de Hacienda, y Antonio Facio, el Ministerio de Guerra. Entre ellos destacaba Lucas Alamán, hombre ilustrado, con habilidad y astucia política, contrario a la doctrina liberal y partidario de un gobierno centralizado fuerte. El gobierno de Bustamante, guiado ideológicamente por la inteligencia reaccionaria de Lucas Alamán, delineó un claro programa político que tenía como objetivo fundamental la conservación de la estructura económica y social existente. La estrategia que permitiría alcanzar este propósito se centró en dos líneas básicas de acción: la sistemática represión al movimiento liberal y el fortalecimiento del clero y de los militares.

			La embestida de la administración de Bustamante se inició con el hostigamiento a las soberanías estatales. El régimen sabía que en los estados había un arraigado sentimiento federalista, lo cual podía convertirse en una seria amenaza a los planes de centralización del poder. En consecuencia, Alamán puso en marcha una serie de medidas para prevenir cualquier oposición de los yorkinos, que aún ocupaban cargos importantes en los estados. Así, apoyado en las comandancias militares, el gobierno de Bustamante se propuso anular las legislaturas locales y desconoció a los gobernadores que consideraba enemigos. El procedimiento utilizado para la destitución de las autoridades locales iba desde la presión ejercida por aliados locales del régimen, que demandaban la celebración de nuevas elecciones para diputados y gobernadores, hasta la intervención directa y arbitraria de la guarnición militar con la finalidad de imponer la autoridad del comandante general por encima de los gobiernos civiles constituidos. En ambos casos, la administración de Bustamante legitimó los cambios que se suscitaron en los estados. De esta forma, fueron depuestas 11 legislaturas y destituidos igual número de gobernadores. El centralismo se había implantado de hecho. Como afirma Reyes Heroles, el gobierno de Bustamante había dejado intacto de jure el federalismo, pero practicaba de facto el centralismo.15

			

			El otro objetivo del Gobierno en su acción represiva fue el de silenciar a la prensa liberal de oposición. A principios de junio de 1830, El Correo dejó de publicarse ante las constantes amenazas de las autoridades. Posteriormente, el único periódico de oposición que quedaba en la capital, El Atleta, fue clausurado por el Gobierno, con el pretexto de que sus editores no pudieron pagar una injustificada y cuantiosa multa. Nada bueno se podría esperar de Bustamante, quien era hechura del virrey Calleja y había participado en la represión a los insurgentes. Eso explica por qué el ministro Alamán publica una circular: 

			Por la que el Gobierno se abrogaba la facultad de imponer multas, á su arbitrio y conciencia, à los que imprimieran «libelos» y à los responsables, llegando la tiranía à tal grado que por haber dejado de poner un impresor la fecha en un folleto titulado: «Que mueran los gachupines y su padrino el Gobierno», le fueron impuestos quinientos pesos de multa. «El Gladiador», periódico ministerial, pedia la completa sumisión de la imprenta á la censura del Gobierno, pues habia periódicos, como El «Atleta», que no obstante la amenazadora situacion, atacaban duramente à los ministros y à Bustamante, redactándolo Rodriguez Puebla, Góndra, Rejon y otros, y como las multas impuestas pasaban de nueve mil pesos, murió el periódico quedando embargada la imprenta para el pago de esa cantidad.16 

			El periódico El Sol, partidario del Gobierno, festejaba de esta forma la desaparición de El Atleta: «El bota-fuego de la Revolución, el periódico incendiario, el enano en su estatura y gigante en la maldad, el que con imposturas mantenía las desfallecidas esperanzas de los facciosos, en una palabra, ¡EL ATLETA YA NO EXISTE!».17

			Al mismo tiempo que se destituía a autoridades civiles en los estados y se silenciaba a la prensa de oposición, el gobierno de Bustamante arremetía, mediante una represión selectiva, contra los principales dirigentes yorkinos: el clérigo yucateco José María Alpuche, asignado a la parroquia de Cunduacán, Tabasco, y representante por ese estado en la Cámara de Diputados y distinguido partidario de Guerrero, fue detenido y encarcelado, acusado de conspiración y condenado a seis años de destierro. La misma suerte corrió Lorenzo de Zavala, quien se exilió en Estados Unidos el 25 de mayo de 1830, al igual que muchos otros liberales de oposición. El destierro del cura Alpuche está relacionado con la acusación de ser precursor de la logia yorkina en el país, suceso raro y curioso, pues la masonería nació en una parroquia católica de la Chontalpa. Alpuche era sacerdote en Cunduacán, Tabasco, y durante el gobierno de Guadalupe Victoria fundó, antes que otros, una sociedad de masones del antiguo rito de York y encontró apoyo del mismo presidente de la República y de sus ministros, quienes copiaron esta iniciativa hasta llegar a existir 130 logias yorkinas en el país, regularizadas y dirigidas con la abierta influencia de Joel Poinsett, ministro plenipotenciario de Estados Unidos en México. En otras palabras, la masonería la promovió un cura y nació en una parroquia del estado más liberal y tropical de México. Surrealismo puro.

			Por último, la mancha más negra de la administración de Bustamante en su escalada represiva es el asesinato de Vicente Guerrero, una de las figuras más grandes de la Independencia de México. La campaña contra Guerrero fue una auténtica guerra sucia: la prensa conservadora se ensañaba y el insulto menor era llamarle «presidente arriero». Luego de su malvado asesinato, todavía los ministros del presidente Bustamante, su hijo político, el
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